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tivar su actuación; la administración actúa, interviene en 
la vida social y económica1	(vigila,	inspecciona,	autoriza,	
prohíbe,	concede,	sanciona,	presta	servicios,	etc);	eso	la	
diferencia	 de	 los	 particulares	 que	 tienen	 libertad	 y	 por	
tanto	pueden	hacer	todo	lo	que	la	ley	no	prohíba.
	 En	concordancia	con	lo	que	antecede,	el	concepto	de	función	estatal	ha	veni-
















	 Actualmente,	 es	 aceptado	pacíficamente	 la	 doctrina	 predominante	 al	 refe-	
rirse	a	la	administración	pública	no	considera	a	ésta	en	sentido	orgánico	o	subjetivo,	
sino desde el punto de vista material, sustancial u objetivo; vale decir, la adminis-




























	 Por	 su	parte,	 el	Diccionario	de	 la	Real	Academia	Española	de	 la	Lengua,	
define	a	la	Administración	como:	

















actividades	análogas	a	 las	efectuadas	por	el	 ejecutivo	en	el	 ámbito	de	 la	Adminis-
tración	Pública.	Otras	definiciones,	tales	como	la	de	Amiana	(Amaro	Guzmán,	1984):	
sería	el	conjunto	o	complejo	de	organismos	y	funcionarios	que,	habitualmente,	por	





zación,	 educación	 y	 dirección	 de	 su	 conducta,	 para	 la	 realización	 de	 los	 fines	 del	























ésta	ostenta	una	triple	condición:	instrumento, botín y centro de poder,	ya	que	quien	
la	ocupa	disfrutará	personalmente	del	poder	y	de	las	rentas	obtenidas	producto	de	la	
actuación	administrativa.	
1.2.- Elementos integrantes de la Administración Pública
	 Concatenado	con	lo	antes	desarrollado,	se	hace	necesario	el	tratar	de	explicar	





y complementaridad con ellos tres, con fortuna variable dependiendo del Estado y era 
política,	el	principio	del	servicio	público:








	 Con	motivo	de	una	mayor	politización	de	 la	sociedad,	 los	políticos	profe-
sionales	 han	 pasado	 a	 tener	mayor	 peso	 específico	 al	 tener	 plena,	 total	 y	 absoluta	
conciencia	que	la	Administración	Pública	es	un	instrumento de poder y un botín del 
cual se alimentan,	por	lo	que	está	presente	siempre	esa	pugna	entre	la	Administración	
y	la	Clase	Política.
	 En	el	medio	de	 esta	pugna,	 se	 encuentra	 la	figura	del	principio	del	 servi-
cio	público:	quizás	la	razón	de	ser,	la	esencia	de	la	existencia	de	la	Administración	
Pública.	FAYOL	elaboró	14	principios	de	Administración,	 siendo	el	 sexto	de	 tales	



























los	 principios	 de	 eficacia,	 jerarquía,	 descentralización,	





cos, el acceso a la función pública de acuerdo con los 








































	 Ergo,	 este	 principio	 es	 el	 fundamento	 de	 la	 actividad	 administrativa,	 y	 el	
apartarse	de	dicho	principio	debe	ser	sancionado	mediante	garantías	efectivas,	consis-
tentes en jurisdicciones imparciales e independientes, especializadas, al servicio del 
equilibrio	entre	el	bien	público	y	los	derechos	de	los	particulares.




“Se	 hace	 necesario	 que	 los	 poderes	 públicos	 ofrezcan	
a	 los	ciudadanos	el	compromiso	de	que	 todos	 los	altos	




plasmados	 expresamente	 en	 las	 normas,	 aunque	 sí	 se	



















los documentos de las instituciones y administraciones 
públicas	de	Castilla	y	León,	y	a	la	información	administra-
tiva,	con	las	excepciones	que	legalmente	se	establezcan.
d) A la protección de los datos personales contenidos en 
ficheros	dependientes	de	la	Administración	autonómica,	
garantizándose	 el	 acceso	 a	 dichos	 datos,	 a	 su	 examen	
y a obtener, en su caso, la corrección y cancelación de 




e)	Al	 acceso	 en	 condiciones	 de	 igualdad	 y	 con	 pleno	
respeto a los principios constitucionales de mérito y ca-








principios	de:	Honestidad, Participación, Celeridad, Eficacia, Eficiencia, Transpa- 
rencia, Rendición de Cuentas, Responsabilidad en el ejercicio de la función pública, 
y sometimiento pleno a la ley y el derecho.
	 Evidenciándose,	 las	 ambiciones	 y	 buenas	 intenciones	 de	 los	 constitu-
yentes	 al	 incluir	 nuevas	 metas	 para	 la	Administración	 al	 querer	 hacerla	 más	 ac-
cesible	y	eficiente	en	su	interrelación	con	los	particulares.	Comentando	este	artículo,	
Combellas	(2001)	señala	la	razón	de	ser	de	la	Administración	Pública:	“al	servicio	de	los	
10	 Esta	 norma	 señala:	 “La	 actividad	 administrativa	 se	 desarrollará	 con	 arreglo	 a	 principios	 de	
economía,	eficacia,	celeridad	e	imparcialidad.”	














el idóneo funcionamiento de la Administración en términos de calidad, celeridad y 
rapidez,	ya	que	ésta	es	el	brazo	ejecutor	de	los	fines	del	Estado.	
1.5.- Principios informales de la Administración Pública
	 Estos	aun	cuando	no	están	escritos,	e	incluso	se	silencian	deliberadamente,	
de facto	inspirarían	la	organización	y	funcionamiento	de todas las administraciones 
públicas11:	
1.5.1.- Incompetencia










1.5.3.- Política del botín
	 Explica	por	qué	el	poder	político	aspira	engullir	la	estructura	administrativa;	




2.- Análisis de los principios que rigen la administración pública en la 
constitución venezolana 
2.1.- Honestidad















idea	de	 la	Administración	como	servidora	de	 los	 intereses	generales,	 ésta	 era	con-




2.4.1.- Eficacia contra eficiencia
	 Cuando	se	hace	referencia	a	 los	beneficios	de	 la	actuación	administrativa,	
prosigue	 la	 prenombrada	 autora,	 ello	 implica	 tanto	 una	 referencia	 a	 las	 ganancias	





	 La	 eficiencia,	 por	 su	 parte	 deberá	 tenerse	 en	 cuenta	 que	 en	 la	 actuación	
administrativa	resulta	obligatorio	como	paso	previo	a	cualquier	otra	consideración,	
según	tal	premisa,	lo	que	implicará	a	su	vez	el	determinar	la	eficacia	de	la	decisión	
a	 adoptar.	Una	 vez	 precisado	 el	 grado	 de	 la	misma,	 entraría	 en	 juego	 el	 principio	




2.4.2.- Ámbito de aplicación de la eficacia
	 Acudiendo	 a	 la	 jurisprudencia	 comparada,	 NÚÑEZ	 GÓMEZ	 comenta	 la	
sentencia	del	TCE	(178/1989	del	2-11),	en	la	cual	se	la	considera	(a	la	eficacia)	como	
un	principio	esencial	que	preside	toda	la	actuación	administrativa	como	consecuencia	








tiza la calidad del mismo con el propósito de dotar a la Administración de todos los 
elementos	de	juicio	necesarios	para	tomar	la	mejor	decisión	posible.
2.4.3.- Medios para hacer exigible la eficacia





inclusión dentro del contenido del elemento constitutivo del acto administrativo, ya 
que	al	igual	que	del	conocimiento	legal	del	principio	de	la	legalidad	administrativa,	se	
deriva su vulneración como un vicio del acto administrativo; y por ende, la vulnera-
ción	del	principio	constitucional	de	eficacia,	debería	traer	consecuencias	similares.13 
	 Por	 ello,	 deberían	 los	 órganos	 cuasijurisdiccionales	 y	 los	 tribunales	 com-
petentes, analizar el iter procedimental	para	asegurarse	de	que	no	existan	vicios	que	
hayan	 impedido	el	cumplimiento	del	deber	de	eficacia.	Ergo,	se	 trata	en	 todo	caso	
12	 Este	es	el	criterio	seguido	por	la	Corte	Constitucional	colombiana	mediante	decisión	C-479/92:	
“…la Constitución no menciona únicamente la eficacia, sino que incorpora en varias de sus disposiciones 
el concepto de eficiencia, que en términos económicos se traduce en el logro del máximo rendimiento con 
los menores costos, y que, aplicado a la gestión estatal, significa la adecuada gestión de los asuntos objeto 
de ella partiendo del supuesto de los recursos financieros –casi siempre limitados-de los que dispone la ha-
cienda pública. En otros términos, el Estado, por razones de interés general, está obligado a efectuar una 
adecuada planeación del gasto de modo tal que se oriente con certeza a la satisfacción de las necesidades 
prioritarias para la comunidad sin despilfarro ni erogaciones innecesarias.”























a un proceso sin dilaciones indebidas”,	el	cual	es	un	concepto	jurídico	indeterminado;	señalando	que	“El 
Tribunal ha de tener en cuenta la complejidad del asunto, el comportamiento de los litigantes y el de las 
autoridades judiciales.”	En	línea	con	lo	anterior,	existen	los	siguientes	pronunciamientos	por	tal	instancia,	
los	casos	Konig	(10-03-80),	caso	Bucholz	(06-05-81),	Eckle	(15-07-82),	Foti	y	otros	(10-12-82),	y	el	caso	
Pretto	(08-12-83).	Otra	sentencia,	del	23-06-93:	Ruiz	Mateos	vs.	España	señaló:	“El hecho de que tales 
situaciones de saturación devengan normales, no basta para excusar la duración excesiva de un proce-
dimiento.” Ergo, el Tribunal detecta que la obligación de tramitar un proceso dentro de un plazo razonable, 
queda incumplida por deficiencias legislativas u organizativas, el responsable es el Estado, ya que sólo él 
puede remediarlo. Por su parte, el TCE en diversos pronunciamientos maneja la tesis que para determinar 
el concepto de plazo razonable, como medida de vulneración a la tutela judicial efectiva, esta instancia, 
señala: 1.- No existe dilación indebida por el mero incumplimiento de los lapsos procesales 2.- El carácter 
del proceso concreto 3.- El período de duración del mismo 4.- La compatibilización de la celeridad con 
las exigencias de una buena administración 5.- La actuación de la parte recurrente 6.- La complejidad del 
litigio 7.- La actuación del órgano jurisdiccional 8.- La naturaleza del objeto en litigio. Por ende, el juego 
de dichas variables contrastables con la realidad del caso concreto permite determinar si existió o no una 
falta de actuación eficaz.	En	criterio	del	autor	sería	toda	una	revolución	que	tales	conceptos	se	trasladaran	al	
ámbito	de	la	actividad	administrativa	(por	ende	cuasijurisdiccional),	ya	que	no	se	puede	hablar	de	eficacia	si	
existen	dilaciones	indebidas,	y	esto	obligaría	a	una	verdadera	y	constante	reforma	administrativa.
15	 El	30-06-2009,	el	diario	El Nuevo País bajo	el	titular	de:	“Asegura informe del Banco Mundial 
En 10 años creció corrupción en Venezuela”,	recoge	que	el	informe	Los	indicadores	mundiales	de	buen	
gobierno	efectuado	por	el	Banco	Mundial	asegura	que	en	Venezuela	se	ha	registrado	un	fuerte	deterioro	
en	los	últimos	diez	años	en	la	lucha	y	control	de	la	corrupción,	siendo	colocada	Venezuela	junto	a	Haití	en	
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2.7.- Responsabilidad en el ejercicio de la función pública
	 Implica	la	responsabilidad	civil,	penal,	administrativa	y	moral	a	la	cual	están	
sujetos	los	integrantes	de	la	administración	con	motivo	de	su	desempeño	particular.
2.8.- Sometimiento pleno a la ley y el derecho
	 Este	aspecto,	se	relaciona	con	lo	denominado	por	NIETO	como	la	parado-
ja del funcionario,	ya	que	éste	puede	ser	potencialmente	castigado	tanto	si	obedece	











2009	señaló:	“No existe en Venezuela ni en el resto del mundo, un “corruptómetro” para medir los niveles 
de corrupción.” Señalando más adelante que “esos indicadores son inventados por el Banco Mundial, 
reiteró el Contralor, quien no se atrevió a ubicar a Venezuela en un renglón de países de corrupción. Para 
saber los niveles de corrupción de un país, yo le preguntaría a la contraloría de ese país. Eso es lo que 
debería hacer el Banco Mundial, opinó.”	No	obstante	 lo	dicho	por	el	Contralor,	BAUTISTA,	OSCAR	


















3.- Desarrollo legislativo de los principios en el ordenamiento jurídico venezolano 
	 En	este	aparte,	es	pertinente	el	aforismo	según	el	cual	“Las leyes son más 
inteligentes que sus creadores”.	Una	vez	aprobadas	adquieren	vida	propia	y	además	
su correspondiente interpretación, conforme a la Constitución, depara conclusiones 
antes	no	imaginadas	y/o	percibidas.	En	consecuencia,	la	interpretación	de	la	voluntad	
de	la	ley	se	impone	a	la	del	legislador	siempre	que	sea	conforme	a	la	ratio y telos de 







	 Asimismo,	 el	 artículo	3	de	 la	Ley	Orgánica	de	 la	Administración	Pública	










4.- La buena fe del actuar administrativo 
	 Señalados	ya	los	principios	rectores	de	toda	Administración	Pública	que	se	
precie de tal en un estado moderno, no puede dejarse pasar por alto, el referirse al 



































	 Como	la	equidad,	que	es	un	principio	que,	superada	la	concepción	del	 ius 
strictum,	permite	ir	más	allá	de	las	exigencias	de	las	reglas	lógicas	del	corpus iuris 







4.1.- Aplicación del principio al Derecho Administrativo
	 Evidentemente,	los	valores	de	lealtad,	honestidad	y	moralidad	que	su	apli-
cación conlleva, es especialmente necesaria en el mundo de las relaciones entre la 
Administración	y	los	particulares,	ya	que	son	inherentes	al	artículo	141	del	texto	cons-
titucional	venezolano.18  
18	 Con	anterioridad	a	 la	promulgación	de	 la	LOPA,	el	 artículo	1º	del	Reglamento	Orgánico	de	
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ejercicio	de	su	actividad	tributaria	al	señalar:	“Los funcionarios públicos que intervengan en la ejecución 
de las leyes, decretos y reglamentos relativos al ...(omissis)..., tendrán por norma fundamental que la 
aplicación recta y leal de los principios legales debe ejercerse de acuerdo con los objetivos de equidad y 
justicia que persigan dichas disposiciones y, en consecuencia, que la defensa de los intereses fiscales que 
les está encomendada no excluye un espíritu de cultura cívica y mutua sinceridad, comprensión y armonía 
en sus relaciones con los contribuyentes. La Administración Pública no exige ni aspira a obtener de los 
contribuyentes sino lo que la ley les impone.”
19	 En	 este	mismo	 orden	 de	 ideas,	 el	Tribunal	 Supremo	Español	 el	 22-09-1990	 estableció:	“El 
procedimiento administrativo no es un mero ritual tendente a cubrir a un poder desnudo con una vestidura 
pudorosa que evite el rechazo social. Que no se trata de cubrir impudicias sino de que no las haya. Porque 
lo que exige el pudor en las relaciones entre el poder público y los ciudadanos es que el comportamiento 
de aquél inspire confianza a los administrados… y el primer factor capaz de generar esa confianza es la 
adecuación a un procedimiento que garantice que el obrar administrativo, por más reflexivo tenga más 
posibilidades de adecuarse al ordenamiento administrativo.”
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5.- Crecimiento de la estructura gubernamental venezolana: misiones, nuevos 
ministerios, constitución de empresas mixtas, nacionalizaciones, renaciona-












































www.aporrea.org,	donde	 se	quejan	de	violaciones	 reiteradas	de	 la	nueva	 Junta	Directiva	a	 las	 leyes	 la-	
borales;	 que	 éstos	 practican	 una	 visión	 explotadora	 capitalista	 en	 su	máxima	 expresión,	 finalizando	 su	



























del Plan de Desarrollo Económico y Social de la Nación Simón Bolívar 2007-2013, el 
cual	señala	la	ruta	a	transitar	hacia	el	socialismo del siglo XXI,	aun	cuando	en	ninguna	
parte,	la	Constitución	contiene	tal	palabra	(socialismo)26.







vamente: “La República Bolivariana de Venezuela es irrevocablemente libre e independiente y fundamenta 
su patrimonio moral y sus valores de libertad, igualdad, justicia y paz internacional en la doctrina de 
Simón Bolívar, El Libertador.” “Venezuela se convierte en un Estado democrático y social de Derecho y 
de Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico y de su actuación, la vida, 
la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la democracia, la responsabilidad social y, en general, 
la preeminencia de los derechos humanos, la ética y el pluralismo político.” “El Estado tiene como fines 
esenciales la defensa y el desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad, el ejercicio democrático de la 
voluntad popular, la construcción de una sociedad justa y amante de la paz, la promoción de la prosperidad 
y bienestar del pueblo y la garantía del cumplimiento de los principios, derechos y deberes reconocidos y 
consagrados en esta Constitución. La educación y el trabajo son los procesos fundamentales para alcanzar 
dichos fines.” “La República Bolivariana de Venezuela es un Estado Federal descentralizado en los térmi-
nos consagrados en esta Constitución, y se rige por los principios de integridad territorial, cooperación, 
solidaridad, concurrencia y responsabilidad.” “La soberanía reside intransferiblemente en el pueblo, qui-
en la ejerce directamente en la forma prevista en esta Constitución y en la ley, e indirectamente, mediante 
el sufragio, por los órganos que ejercen el Poder Público. Los órganos del Estado emanan de la soberanía 
popular y a ella están sometidos.” “El gobierno de la República Bolivariana de Venezuela y de las enti-
dades políticas que la componen es y será siempre democrático, participativo, electivo, descentralizado, 




poder	el	nieto	del	fundador	de	tal	Estado),	en	su	artículo	1	en	forma	diáfana	pauta:	“Cuba es un Estado 
socialista de trabajadores, independiente y soberano, organizado con todos y para el bien de todos, como 
República unitaria y democrática, para el disfrute de la libertad política, la justicia social, el bienestar 
individual y colectivo y la solidaridad humana.”
27	 Al	respecto	ver	el	Número	14	de	la	Revista	Jurídica	de	Daños	IJ	Editores,	Argentina	(Marzo	
2016)	los	artículos	denominados	“La SUNDDE como organismo rector en la política de control de precios. 






cional en una época de recesión mundial, a pesar de los actuales precios récord del 
petróleo	(100	US$	por	barril)	donde	el	ciudadano	común	la	mayor	parte	de	las	veces,	
no	consigue	respuestas	idóneas	ni	oportunas	de	un	coloso	inmovilizado	por	su	propio	
tamaño,	tal	y	como	lo	han	admitido	los	mismos	funcionarios,28 siendo los tres pro- 
blemas	más	acuciantes	derivados:
5.1.1.- Hipertrofia del aparato gubernamental
	 Con	 una	 gran	 cantidad	 de	 organismos	 bajo	 la	 tutela	 del	 gobierno	 central,	
se	ha	comprobado	una	vez	más	que	por	el	simple	hecho	de	ser	colosal	en	tamaño,	el	
aparato estatal per se,	no	es	más	eficiente,	sino	todo	lo	contrario	(pruebas	recientes	de	
ello	sobran	en	los	socialismos	reales	del	siglo	anterior	sin	ir	muy	lejos);	omitiendo	el	
número	de	los	nuevos	ministerios	y	entes	conexos	en	Venezuela,	valga	traer	a	colación	
el caso de las empresas estatales adscritas a la Corporación Venezolana de Guayana 
(CVG).	C.V.G	Ferrominera	del	Orinoco:	Pasó	de	2	a	44	gerencias.29 
	 Es	 por	 ello	 que	 no	 pocos	 analistas	 consideren	 que	 no	 se	 puede	 pretender	
sanear	la	situación	político	social	del	país	creando	un	estado	hipertrofiado	en	tamaño	
y	atribuciones,	pero	ineficiente	al	mismo	tiempo.	Por	ello,	es	pertinente	preguntarse:	
¿Qué	pasará	cuando	una	 ideología	distinta	 llegue	a	regir	 los	destinos	nacionales,	o	










28 El semanario “Las Verdades de Miguel”en	su	edición	del	7	al	13	de	agosto	del	2009,	transcribe	
una	exposición	efectuada	ante	un	grupo	de	allegados	y	miembros	del	partido	de	gobierno,	por	el	para	en-
tonces	Ministro	del	Poder	Popular	para	la	Economía	y	las	Finanzas,	Alí	Rodríguez	Araque,	quien	señaló:	
“Nosotros tenemos cerca de dos millones de empleados públicos, frente a Brasil que tiene quinientos mil. 
Eso tiene un peso descomunal. Este endeudamiento en que nos metimos ahorita es básicamente para cubrir 
gasto corriente y entre el gasto corriente el mayor peso es pago de nómina. El clientelismo político tam-
bién fue otra forma de renta y la corrupción, en el caso de Venezuela es también una forma ilegal, inmoral 
antiética de inclusión de renta.” 
29	 El	diario	Tal	Cual	del	08-07-2009	se	refiere	a	 la	situación	en	estas	empresas	en	un	reportaje	
títulado	“Estatismo salvaje en Guayana.”





aquella	 otra	 erudición,	 si	 se	 le	manda	 a	 una	misión	 en	
cualquier	parte,	y	no	puede	responder	una	pregunta	per-
sonalmente	y	sin	ayuda,	entonces	¿para	qué	sirve?.”
5.1.2.- Prevalencia de lo político sobre lo institucional





 A este respecto, al incrementarse la politización en el servicio público 
venezolano	es	obvio	que	se	dan	los	supuestos	enunciados	por	NIETO	sobre	los	prin-






con	el	partido	gobernante)	en	 los	entes	públicos	como	color institucional,	 llegando	 incluso	algunas	de-













(op.	cit,	pág	35)	señala: “En países con sistemas democráticos no consolidados, algunos directivos de insti-
tuciones públicas en periodos de campañas electorales, para apoyar a su partido, ordenan que el personal 
de la institución se reúna en la calle en horas laborables para entregar propaganda o asistir a los mítines 







proyecto	político,	no	al	Estado,	 salvo	que	se	quiera	 inferir	 como	se	 señaló	previa-
mente	en	la	introducción	a	la	presente	obra,	que	para	el	Psuv	son	sinónimos	Estado,	













 En este mismo orden de ideas, ante esta nueva denuncia de arbitrariedad32 
del	gobierno	nacional,	una	ONG	venezolana,	Acceso	a	la	Justicia	señaló	en	fecha	27	
de	Julio	del	presente	año	en	un	artículo	colocado	en	su	website	titulado “Los despidos 
por firmar a favor del RR: ¿Delitos de lesa humanidad?33”: 
“Acceso a la justicia advirtió en su oportunidad sobre 
el	 riesgo	 que	 implicaba	 que	 el	 CNE	 no	 garantizara	 la	
privacidad	de	 las	personas	que	firmaron	 (	 lo	que	es	un	
derecho	 consagrado	 en	 el	 art.	 60	de	 la	Constitución)	 y	
la	 situación	de	discriminación	que	podía	generar	 en	 su	
contra,	tal	como	ocurrió	con	la	“lista	Tascón”.
Esta	 grave	 situación	 constituye	 una	 flagrante	 violación	
de	los	derechos	humanos	al	condenar	a	los	trabajadores	






TC,	se	refirió	a	la	arbitrariedad	en	los	siguientes	términos:	“(…) es todo aquello que es o se presenta como 
carente de fundamentación objetiva, incongruente o contradictorio con la realidad que ha de servir de base 
a toda decisión, y desprendido o ajeno a la fundamentación debe extenderse a motivar suficientemente las 








































XIX,	Antonio	Guzmán	Blanco	en	el	sentido	que	Venezuela	es	“Como un cuero seco; 




5.1.3.- Corrupción34  
	 Bautista35	nos	enseña	que	la	corrupción	en	el	ámbito	público	tiene	dos	acto-
res	principales:	los	políticos	y	los	funcionarios	públicos;	de	allí	se	derivan,	a	su	vez	

























36	 Para	 el	 lector	 interesado	 en	 el	 tema,	 se	 le	 sugiere	 revisar	 las	Memorias	 de	Pedro	Núñez	 de	







textualmente:	“sin embargo, ahora se ha verificado que Venezuela no había ratificado la Convención de las 
Naciones Unidas contra la corrupción que figura en el Anexo III, Parte 5, Punto 27, del Reglamento (CE) 
Nº 732/2008 para beneficiarse del régimen especial de estímulo por lo que del artículo 1º de la Decisión 
2008/938/CE quedan suprimidas las palabras “(VE) VENEZUELA”.	La	presente	Decisión	 será	aplica-
ble	a	partir	del	sexagésimo	día	siguiente	al	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	de	la	Unión	Europea.”
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corrupción38	 en	 la	 cual	 estaría	 involucrada	 la	 empresa	 estatal	 petrolera	 venezolana	
PDVSA,	la	cual	se	ha	visto	envuelta	en	una	serie	de	escándalos	judiciales	en	suelo	
norteamericano relacionados con acusaciones de corrupción y lavado de dinero39.
	 Como	costes	de	la	corrupción	en	la	vida	pública,	para	Bautista	en	lo	político,	
el	Estado	se	devalúa,	el	gobierno	y	la	administración	pierden	credibilidad,	se	cues-










5.2.- Posibles soluciones políticas y jurídicas
	 Ya	señalada	y	descrita	 la	problemática	que	actualmente	afecta	a	 la	Admi-	
nistración	Pública	venezolana,	se	presentan	las	siguientes	ideas	para	promover	solu-
ciones	para	un	problema	tan	complejo:









supeditado a los preceptos constitucionales formales, para lo cual es necesario un 
razonable	nivel	de	educación	cívica,	lo	que	no	debe	confundirse	con	que	el	gobierno	
pretenda	ideologizar	a	la	totalidad	de	la	sociedad,	ya	que	solo	puede	estarse	en	pre-	
sencia de una real participación si ésta es libre, por lo cual ésta no puede ni debe ser 
reglamentada	por	el	poder	público	al	igual	que	la	solidaridad,	ya	que	ambas	implican	













5.2.b.- Instalación de una Gran Mesa de Diálogo Multiplural 
	 Que	 incluya	 la	participación	de	 sectores	políticos,	 gremiales,	 académicos,	
sociedad	civil,	etc	que	presente	en	un	lapso	preestablecido,	un	papel	de	trabajo	para	


















5.2.c.-Implementación y ejecución de políticas de buen gobierno
	 El	buen	gobierno	es	un	catálogo	de	obligaciones	y	deberes	exigibles	a	los	
funcionarios	y	jerarcas	de	la	administración	y	que	se	derivan	del	servicio	al	interés	
general	 (Rodríguez-Arana	 Muñoz,	 2006),	 implicando	 dos	 consecuencias	 concu-	
rrentes:	a)	Es	el	determinante	de	la	calidad	de	la	organización	b)	Implica	la	voluntad	








 1) Trabajar es aprender.	Dirigir	es	enseñar.	Trabajar	es	aprender	porque	el	
aprendizaje	es	permanente,	siendo	inseparables	el	trabajo	del	aprendizaje.
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 3) El conocimiento implica la elaboración esmerada del producto del trabajo.
 4) Obvia dimensión ética:	Transparencia	y	colaboración	para	cumplir	con	
los	fines	del	Estado,	 teniendo	en	cuenta	 las	necesidades	colectivas,	para	 lo	cual	 el	
funcionario	 centrado	 en	 su	 lugar	 de	 trabajo	 suficientemente	motivado,	 debe	 ser	 la	
característica	que	distinga	el	trabajo	de	estas	nuevas	organizaciones.
	 5)	Una	organización	inteligente	debe cultivar una profunda cultura corpora-
tiva,	y	si	es	un	ente	público,	su	objetivo	estará	al	servicio	permanente	de	los	intereses	
generales,	los	cuales	implican	la	garantía	de	los	derechos	de	los	ciudadanos.

















se	mantengan	 los	beneficiados	“leales”,	 se	 le	otorgará	 la	 impunidad	 requerida,	 tal	
y	como	lo	describe	NIETO.
	 Por	 ende,	 de	 aplicarse	 con	 verdadera	 voluntad	 política	 los	 principios	 del	
buen	gobierno,	no	solamente	los	políticos,	sino	los	ciudadanos	estarán	mejor	gober-
nados	y	 tendrán	–en	 la	medida	de	 lo	posible-	 líderes	 idóneos,	que	piensen	más	en	
la	colectividad.	No	debe	ser	difícil	que	una	sociedad	moderna,	en	pleno	siglo	XXI,	
funcione	dentro	de	ciertos	parámetros	preestablecidos,	en	los	cuales	los	ciudadanos	
tengan	 sus	 necesidades	 básicas	 satisfechas	 por	 un	 Estado	 donde	 funcionen	 racio-
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